
PROPUESTA 

 

 

Cuando iniciamos los trabajos de investigación de este proyecto, nuestra 

intención no sólo se limitaba a elaborar una crítica al procedimiento contencioso 

administrativo mexicano en cuanto a lo que el juicio de lesividad respecta. En nuestra 

opinión, tal circunstancia, resultaría ociosa pues todo trabajo de investigación – por muy 

reservado que pudiera ser éste – debe contener el fin último de aportar ideas nuevas que 

lleven al mejoramiento de nuestro ordenamiento jurídico. Por ende, estas últimas líneas 

que esgrimimos aquí, son de gran importancia para complementar la firme intención de 

realizar un trabajo serio y de calidad, que pueda trascender con el devenir del tiempo. 

 

La idea anterior se traduce en la elaboración de una propuesta para modificar los 

vicios encontrados – producto de la investigación – en el tema de estudio. Después de 

todo lo expuesto con anterioridad y de las conclusiones antes alcanzadas, es indudable 

que el tercer párrafo del artículo 207 del CFF, aqueja un vicio de inconstitucionalidad, 

mismo que no ha sido subsanado, pues tampoco ha sido objeto de estudio detallado 

hasta el día de hoy. En tales circunstancias, concluimos esta obra realizando 

humildemente una propuesta para suprimir la inconstitucionalidad en comento, 

modificando el artículo 207 del CFF, en su párrafo tercero, de la siguiente manera: 

 

Como lo hemos citado anteriormente, el texto actual del artículo 207 del Código 

Fiscal de la Federación, tercer párrafo, señala lo siguiente:  

 

. . . 

 



Las autoridades podrán presentar la demanda dentro de los cinco años siguientes 

a la fecha en que sea emitida la resolución, cuando se pida la modificación o 

nulidad de un acto favorable a un particular, salvo que haya producido efectos de 

tracto sucesivo, caso en el que se podrá demandar la modificación o nulidad en 

cualquier época sin exceder de los cinco años del último efecto, pero los efectos de 

la sentencia, en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particular, 

sólo se retrotraerán a los cinco años anteriores a la presentación de la demanda.  

 

. . . 

 

El proyecto de ley Fauzi Hamdan1, actualmente en espera de ser discutido por la 

Cámara de Diputados, no contiene reforma alguna a esta parte del artículo 207 del CFF, 

pues si bien es cierto que adiciona diferentes términos para la presentación de la 

demanda, ésta no se relaciona con la inconstitucionalidad que contiene parte de este 

artículo. La fracción tercera del artículo 13 de dicho proyecto, textualmente señala: 

 

ARTÍCULO 13.- La demanda se presentará por escrito directamente ante la sala 

regional competente, dentro de los plazos que a continuación se indican: 

. . . 

III.- De cinco años cuando las autoridades demanden la modificación o nulidad de 

una resolución favorable a un particular, los que se contarán a partir del día 

siguiente a la fecha en que éste se haya emitido, salvo que haya producido efectos 

de tracto sucesivo, caso en el que se podrá demandar la modificación o nulidad en 

cualquier época sin exceder de los cinco años del último efecto, pero los efectos de 

la sentencia, en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particular, 

sólo se retrotraerán a los cinco años anteriores a la presentación de la demanda. 

. . . 

 

                                                 
1 Proyecto denominado Ley Federal de procedimiento Contencioso administrativo, aprobado por el Sendo 
mediante sesión de  



Como podemos observar, la reforma que consideró el legislador  de la LVIII 

Legislatura, se limitó a adicionar algunos términos para presentar la demanda2, sin hacer 

ninguna observación sobre el término inconstitucional de cinco años con que inicia el 

actual tercer párrafo del artículo 207 del CFF. En consecuencia, aún cuando entrara en 

vigor este “ Proyecto de Ley ”, el vicio de inconstitucionalidad advertido, prevalecería 

en el juicio de lesividad.  

 

                                                 
2  El texto completo del artículo 13 del proyecto de ley citado, establece lo siguiente: 

ARTÍCULO 13.- La demanda se presentará por escrito directamente ante la sala regional competente, 
dentro de los plazos que a continuación se indican: 

I.- De veinte días siguientes a aquél en el que se dé alguno de los supuestos siguientes: 

a).- Que haya surtido efectos la notificación de la resolución impugnada, inclusive cuando se controvierta 
simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general. 

b).- Hayan iniciado su vigencia el decreto, acuerdo, acto o resolución administrativa de carácter general 
impugnada cuando sea autoaplicativa. 

II.- De quince días siguientes a aquél en el que surta efectos la notificación de la resolución de la Sala o 
Sección que habiendo conocido una queja, decida que la misma es improcedente y deba tramitarse como 
juicio. Para ello deberá prevenir al promovente para que presente demanda en contra de la resolución 
administrativa que tenga carácter definitivo. 

III.- De cinco años cuando las autoridades demanden la modificación o nulidad de una resolución 
favorable a un particular, los que se contarán a partir del día siguiente a la fecha en que éste se haya 
emitido, salvo que haya producido efectos de tracto sucesivo, caso en el que se podrá demandar la 
modificación o nulidad en cualquier época sin exceder de los cinco años del último efecto, pero los 
efectos de la sentencia, en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particular, sólo se 
retrotraerán a los cinco años anteriores a la presentación de la demanda. 

Cuando el demandante tenga su domicilio fuera de la población donde esté la sede de la Sala, la demanda 
podrá enviarse por el Servicio Postal Mexicano, mediante correo certificado con acuse de recibo, siempre 
que el envío se efectúe en el lugar en que resida el demandante. 

Cuando el interesado fallezca durante el plazo para iniciar juicio, el plazo se suspenderá hasta un año, si 
antes no se ha aceptado el cargo de representante de la sucesión. También se suspenderá el plazo para 
interponer la demanda si el particular solicita a las autoridades fiscales iniciar el procedimiento de 
resolución de controversias contenido en un tratado para evitar la doble tributación, incluyendo en su 
caso, el procedimiento arbitral. En estos casos cesará la suspensión cuando se notifique la resolución que 
da por terminado dicho procedimiento, inclusive en el caso de que se dé por terminado a petición del 
interesado. 

En los casos de incapacidad o declaración de ausencia, decretadas por autoridad judicial, el plazo para 
interponer el juicio contencioso administrativo federal se suspenderá hasta por un año. La suspensión 
cesará tan pronto como se acredite que se ha aceptado el cargo de tutor del incapaz o representante legal 
del ausente, siendo en perjuicio del particular si durante el plazo antes mencionado no se provee sobre su 
representación. 

 



Una vez hechas las aclaraciones anteriores, estamos en condiciones de emitir 

nuestra propuesta. A nuestra consideración, el tercer párrafo del artículo 207 del CFF 

debe ser modificado para que quede en los siguientes términos: 

 

. . . 

 

Las autoridades podrán presentar la demanda dentro del año siguientes a la fecha en 

que sea emitida la resolución, cuando se pida la modificación o nulidad de un acto 

favorable a un particular, salvo que haya producido efectos de tracto sucesivo, caso en 

el que se podrá demandar la modificación o nulidad en cualquier época sin exceder a 

un año del último efecto, pero el efecto de la sentencia, en caso de ser total o 

parcialmente desfavorable para el particular, sólo se retrotraerá al año anterior  a la 

presentación de la demanda. 

 

. . . 

 

El criterio anterior, obedece a la interpretación armónica que realizamos de los 

artículos 36 y 37 del Código Tributario. Como sabemos, el artículo 37 del CFF señala 

que la Autoridad tendrá un plazo de tres meses para responder a las instancias o 

peticiones que le formule el particular 

 

Tomando en cuenta este artículo, y el criterio que ha sostenido la SCJN en la que 

hace alusión al cúmulo de trabajo que tienen las autoridades, nos parece que otorgar tres 

meses a la Autoridad para que inicie el juicio de lesividad, sería nuevamente omitir una 

equidad procesal cualitativa. Por tal motivo, otorgar un plazo equivalente a sumar cuatro 



veces el término que se da a una Autoridad para responder a las peticiones que se le 

realizan; es decir, doce meses, para incoar el juicio de lesividad ante el TFJFA, a nuestra 

consideración es un término razonable y respetuoso de la igualdad y equidad proceal de 

las partes, cualitativamente entendido.  

 

Finalmente, esperamos que las ideas y propuestas de este trabajo, a través de 

próximos estudios de postgrado y especialidad, pueda tener incidencia en la legislación 

vigente en nuestro país o sea punto de partida de nuevos estudios sobre el particular, 

con el fin de que este esfuerzo académico no quede condenado a ser letra muerta.  

 
 
 
 
 
 

“ El derecho no es un fin, sino un medio. En la escala de los valores, no aparece el Derecho. 
Aparece, en cambio, la Justicia, que es un fin en sí y respecto de la cual el Derecho es tan solo 

un medio de acceso. La lucha debe ser pues, la lucha por la Justicia.” 
 
 

Eduardo Couture 
 
 
 
 
 
 

. . . Gracias . . . 
 


